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TRASLADO DE EXCEPCIONES 

 
Hoy, diecisiete (17) de Agosto de dos mil veintiuno (2021), a las ocho 
de la mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por 
el termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 
2 del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentadas en la contestación 
de la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de 
Control de REPARACION DIRECTA promovido por ADA ALJARIS 
ORTIZ ANGULO Y OTROS contra MUNICIPIO DE MAICAO – 
INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE MAICAO 
radicado bajo N° 44-001-33-40-002-2018-00268-00.  
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
 

Atentamente, 
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Riohacha - La Guajira, 11 de septiembre de 2.020
 
 
Doctora
KELLY  JOHANNA NIEVES CHAMORRO
Juez Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Riohacha.
E.S.D.
 

Referencia:
MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA
DEMANDANTE: ADA ALJADIS ORTIZ ANGULO y OTROS
DEMANDADO: MUNICIPIO DE MAICAO LA GUAJIRA, INSTITUTO DE TRANSITO
Y TRANSPORTE DE MAICAO.
RADICADO: No. 44-001-33-40-002-2018-00268-00

 
ASUNTO: RESPUESTA DEMANDA DE ACCIÓN DE REPARACION DIRECTA.
 

SANTANDER RESTREPO BARROS, varón, mayor de edad, identificado con cédula de
ciudadanía Nº 84.077.310 Exp. En Maicao – La Guajira, Asesor Jurídico del  despacho
del Alcalde Municipal de Maicao, mediante el Código 115, grado 1,   actuando de
conformidad con el Decreto No. 094 del 11 de mayo de 2020, donde se decretó en el
Artículo Tercero, inciso A. que me permite Representar Judicial y Extrajudicialmente al
municipio, entre otras funciones, mediante el presente escrito me dirijo a su honorable
despacho de forma respetuosa con el fin de solicitarle que se sirva reconocerme
personería para actuar en representación del Municipio de Maicao, La Guajira, con
el fin asumir la defensa de los intereses y derechos de la precitada Entidad Territorial,
frente a la demanda de Acción de Reparación Directa   instaurada por la señora:
ADA ALJADIS ORTIZ ANGULO, actuando   mediante apoderado, doctor: EDUARDO 
LIÑAN PANA.
 
Referente a los hechos de la demanda me permito responderlos así:
 

HECHOS
 

FRENTE AL PRIMER HECHO: No nos consta. Que el menor de 11 años de edad, Luis
Alfredo Ortiz Angulo, identificado en vida   con la Tarjeta de identidad No.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F1kZF7r28YxwKSg_0CUcjNJtjYe5coLN6M%2Fview%3Fusp%3Ddrive_web&data=02%7C01%7Cj02admctorioha%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C2e3e0900e3dd4ccc19ce08d858d46078%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637357019455706513&sdata=3kyvlL%2BxH5fLrh9nUK9tvO2BZCi6WP9GpCSrd%2Bxb8us%3D&reserved=0
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F1gcToKGl4VR43QvyBJ6_gT9-LaN6awSgV%2Fview%3Fusp%3Ddrive_web&data=02%7C01%7Cj02admctorioha%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C2e3e0900e3dd4ccc19ce08d858d46078%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637357019455716513&sdata=eKVPoHadxWVAu168sDTXrceEf7dcYyouk91vCsJjf24%3D&reserved=0
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1.121.531.328 era estudiante de tercero de primaria  en la institución Educativa No. 13
Sede Erika Beatriz, ya el apoderado judicial solo hace la enunciación pero no lo
demuestra en el acápite de prueba. (Corroborar del  folio 30 – 37).
 
FRENTE AL SEGUNDO HECHO: Es   cierto. Es cierto el menor de edad, Luis Alfredo Ortiz
Angulo,  fue arrollado en la calle 16  con carrera 8 Barrio Villa Amelia del Municipio de
Maicao, accidente que le causó la muerte hecho que consta en el informe Pericial de
Necropsia No. 201660101443000010 de fecha 22 de septiembre de 2016 del Instituto
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.
 
FRENTE AL TERCER HECHO: Es cierto. Se aporta   constancia expedida por la Fiscalía
General de la Nación, radicado No. 444306001082201601748 de fecha 18 de abril de
2018 suscripto por el fiscal Edgardo Jesús Jiménez Martínez.
 
FRENTE AL CUARTO HECHO: No es cierto, Que el fatídico hecho de la Litis  se produce
por una falla en el servicio por parte del Instituto de Tránsito y Transporte del Municipio
de Maicao.
 
FRENTE AL QUINTO HECHO: No nos consta. Que por falta de señalización, reductores 
de velocidad iluminación etc.,  en el sector donde se produjo el accidente del menor
Luis Alfredo Ortiz Angulo, se hayan producidos otros accidentes y con ellos la muerte
de otras persona, que pruebe y demuestre dentro del proceso.
 
FRENTE AL SEXTO HECHO: No nos consta. Que el suceso de la muerte del Menor Luis
Alfredo Ortiz Angulo, haya sido narrado en el periódico Guajira Hoy.com, si bien es
cierto el actor lo enuncia en acápite de prueba en el numeral 15, lo cual es menester
informar que revisado el expediente no se corrobora la información, por no
encontrarse.
 
FRENTE AL SEPTIMO HECHO: No nos consta. Que se convocara al Municipio de Maicao
a CONCILIACION extra judicial ante la procuraduría 42   Judicial   para Asuntos
Administrativo, si bien el actor enuncia en el acápite de prueba en el numeral 16,
revisado el expediente no se encuentra la constancia en mención, por lo cual se
solicita que demuestre dentro del proceso.
 
FRENTE AL OCTAVO HECHO: No nos consta. Por lo cual se solicita que se demuestre
dentro del proceso.
 

EN CUANTO A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS
 

PRIMERA: El Municipio de Maicao La Guajira, no se declara ni administrativamente y
extracontractualmente responsable, en razón   a la presunta negligencia, omisión,
imprevisión descuido y violación de la norma superior de carácter constitucional y
reglamentarias que generaron los daños y perjuicios materiales y morales en sus
condiciones de expectativas de vida, causados el día 26 de septiembre de 2016 al
menor de edad Luis Alfredo Ortiz Angulo, cuando se desplazaba con su madre señora
ADA ALJADIS ORTIZ ANGULO y dos de sus hermanas, en calidad de peatón por la calle
16 con carrera 8 Barrio Villa Amelia, Municipio de Maicao, aproximadamente a las
20:30 horas , cuando fue arrollado por un carro fantasma que le causó la muerte.
 
SEGUNDA: El Municipio de Maicao, no accede a reparar patrimonialmente, en razón
que se considera que no hubo falla en el servicio por el ente territorial,   esta defensa
no difiere de la postura de la parte actora que son fines esenciales del estado y del
Servicio Público,   de velar por la vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y
libertades, para asegurar el cumplimiento de los deberes del Estado y de los
particulares  y asociados.
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TERCERA: El Municipio de Maicao no accede a que se condene a realizar reparación
del daño causado  a pagar a los demandantes la totalidad de los Perjuicios Morales
(pretium doloris), Materiales modalidad de lucro cesante los cuales se estiman en
$585.931.501.oo M/L.
 
CUARTA: El Municipio de Maicao, no accede a que se le condene a la reparación  de
los graves daños sufridos por demandantes, con ocasión de la muerte del niño de 11
años de edad Luis Alfredo Ortiz Angulo, ya que el accidente no fue provocado por
Falla en el Servicio por la entidad que yo represento.
 
QUINTA: Esta defensa jurídica se niega a  acceder a cada una de las declaraciones y
condenas solicitadas por los demandantes a través de su apoderado judicial, por lo
cual   actuando de acorde a una congruencia jurídica,     por las manifestaciones
anteriores reiteremos no acceder rotundamente a pagarle a los demandantes los
perjuicios debidamente indexados, como lo estipula el artículo 309 del C.P.A.C.A.
 

A LAS PRETENCIONES DE LA DEMANDA
 

Desde este preciso momento le manifiesto señora Juez que me OPONGO a todas y
cada una de las pretensiones   de la demanda, por cuanto no existen fundamentos
legales, facticos y probatorios que sirvan de sustentos a las mismas, como se
demostrara dentro del proceso.
 
Igualmente, me opongo que se condene al Municipio de Maicao La Guajira a pagar
a título de perjuicios morales y materiales y de más pedimentos de la demanda que
afecten a la entidad que represento.
 
Acredita esta defensa jurídica imposibilidad de imputarle hechos dañosos al Municipio
de Maicao – La Guajira, por considerarse que no existe nexo causal:
 

1.    Uno de los elementos esenciales para que surja la   responsabilidad
administrativa es la existencia del nexo causal, es decir, el vínculo que debe
existir un hecho y daño antijurídico.
 
2.    La explicación del vínculo es el sentido de determinar dentro de todas las
posibles ¿cuál fue la causa eficiente que produjo un daño antijurídico?, ha sido
dilucidada reiterativamente por doctrina y jurisprudencia mediante la Teoría de
la Casualidad Adecuada, la cual básicamente sostiene que hay que precisar
aquellas que sean realmente determinantes en la producción del resultado
dañoso porque, solo quienes   hayan originado esas causas determinantes,
comprometen su responsabilidad.    
 
3.    Sobre la teoría de la causalidad adecuada ha dicho el Concejo de Estado,
sala de lo contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejera Ponente Dra.,
María Elena Giraldo Gómez, en sentencia del 17 de junio de 2004, radicación
44001-23-31-000-1996-0825-01 (15183), actor Elmer Francisco Vanegas Palmezano
y  Otros, demandado Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional:
 

“… Para que surja el deber de indemnizar con fundamento en el régimen de
responsabilidad patrimonial previsto en el artículo 90 constitucional, … , no es
suficiente que el demandante   haya sufrido un daño cierto, determinado o
determinable y antijurídico y que en contra quien dirige la imputación haya
incurrido en alguna conducta  de irregularidad constitutiva de falla de aquellas
alegadas por el actor, porque es necesario además que se demuestre que el
daño se produjo   como consecuencia de la falla de la Administración, nexo
causal que para  efectos de esta declaratoria no debe ser visto desde el punto
de vista de la causalidad física perteneciente al mundo de los fenómenos
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naturales, si no desde el punto de vista jurídico, entendido como el estudio de la
eficiencia de la conducta estatal en la causación de un daño desde el deber ser
que prevé la norma para el Estado en relación con el administrado …”.
 

4.    Aterrizando las anteriores ideas al caso  en cuestión, podemos observar que
en la presente controversia no existe relación real entre el Municipio de Maicao
y las causas   objetivas determinantes en la producción del hecho dañoso que
aducen los demandantes, toda vez que esto fue realizado como lo narra el
mismo actor por un carro fantasma es decir una tercera persona la cual es
ajena a la administración.
 
5.    En efecto, las causas determinante en la producción de un hecho dañoso
(Homicidio), que le ocasionaron perjuicios a los demandante, objetivamente se
refieren a una conducta realizada por una persona indeterminada, como
quedo explicado anteriormente, el Municipio de Maicao no tiene competencia
alguna por tratarse de un hecho realizado por un tercero, razón suficiente para
que no se le pueda imputar a este ente territorial la realización de un hecho u
omisión dañoso y, en consecuencia, acreditarle el nexo causal   indispensable
para imputarle responsabilidad, toda vez que la entidad no participo,
contribuyo o realizo, directa ni indirectamente, el hecho positivo ni las supuestas
omisiones eficiente en materia del litigio y por tanto, en cuanto a la entidad
respecta, se impone su completa y total absolución.

 
El municipio de Maicao no puede ser centro de imputación jurídica y fáctica dentro
de la presente demanda, puesto que de una lectura simple se concluye que este Ente
Territorial no ocasiono el supuesto hecho dañoso se puede determinar que este no
incurrió en negligencia, omisión, imprevisión descuido ni violación de la norma superior
de carácter constitucional y reglamentaria que generaron los Daños   y perjuicios
Materiales y Morales en su condición de expectativa de vida, causados el día  21 de
septiembre de 2016 al menor de edad Luis Alfredo Ortiz Angulo, si bien es cierto los
hechos ocurrieron en la calle  6 con carrera 8 del Barrio Villa Amelia del Municipio de
Maicao,   es de precisar que el cuidado de esta carretera no está cargo de esta
entidad, la responsabilidad y cuidado de esta reposa en cabeza de la  CONCESIÓN
SANTA MARTA PARAGUACHÓN S.A., sociedad comercial legalmente constituida con
domicilio principal en Bogotá, D.C., representada por su Gerente NÉSTOR ROMÁN
SÁNCHEZ AMAYA, la cual celebró  contrato de CONCESIÓN No. 445 de 02 de agosto
1994, con el Instituto Nacional de Concesiones (INCO), hoy AGENCIA NACIONAL DE
INFRAESTRUCTURA –ANI-, entidad estatal de naturaleza especial del orden
descentralizado de la rama Ejecutiva, adscrita al Ministerio de Transporte,
representada por el doctor OSCAR YESID IBAÑEZ PARRA, Coordinador del Grupo
Interno de Defensa Judicial, según Resoluciones números 275, 286, 493 y 523 expedidas
por su Presidente a 9 y 16 de mayo, 10 y 20 de septiembre de 2012, por lo cual se
evidencia un desatino por el apoderado judicial no vincular estas entidades.

El código general del Proceso establece:
Artículo 82. Requisitos de la demanda.

Salvo   disposición en contrario, la demanda con que se promueva todo proceso
deberá reunir los siguientes requisitos:

(…)

5.    Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente
determinados, clasificados y numerados.

El C.P.A.C.A. en el mismo sentido expone:
Artículo 162. Contenido de la demanda
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Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá:

(…)
3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones,
debidamente determinados, clasificados y numerados.

LAS NORMAS ANTERIORES   EXIGEN QUE SOLO SE PLASMEN EN EL ESCRITO DE LA
DEMANDA LOS HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LAS PRETENSIONES, por lo
tanto Los hechos de la demanda en el presente caso son confusos y tienen un errada
adecuación frente a su competencia y responsabilidad, es decir el mecanismo
idóneo para la protección del Derecho vulnerado no es a través de un medio de
control de  Reparación Directa, por lo que se precisa de los hechos narrados que nos
encontramos   frente a un proceso de Responsabilidad Civil Extracontractual, ya que
no se demuestra ni se menciona que fue un funcionario o servidor público adscrito al
Municipio de Maicao que causo el   hecho dañoso sobre el menor Luis Alfredo Ortiz
Angulo,  lo anterior se precisa de acuerdo a las siguientes:

 
Consideraciones previas:

Constitución Política. Artículo 90: El Estado responderá patrimonialmente por los daños
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las
autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa
o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. Negrilla y
cursiva fuera del texto original.

Para que se condene al estado responsabilidad de reparación  patrimonial, obedece 
a que unos daños  hayan sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente
culposa de un agente suyo, lo cual no se evidencian en el caso de la Litis, menciona
el apoderado judicial que fueron provocado por un carro fantasma que transitaba a
alta velocidad, y considera que por no haber señales de tránsito, iluminación o
reductores de velocidad fue que se provocó el daño, en de precisar que en   este
escenario esta defensa judicial entrara a estudiar   la inexistencia de un nexo de
causalidad y posterior se estudiara la responsabilidad objetiva y precisando las
causales de ausencia de responsabilidad, teniendo en cuenta lo que expresa la Corte
Constitucional:

C-333  de 1996:
La fuente de la responsabilidad patrimonial del estado es que debe ser
antijurídico, no porque el conducta del autor sea contraria al derecho, sino
porque le sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el prejuicio,
razón por la cual se reputa indemnizable.

De lo anterior, se tiene entonces que para que pueda hablarse de responsabilidad del
Estado, deben reunirse los siguientes elementos: (i), la ocurrencia de un hecho; (ii) la
producción de un daño indemnizable; (iii), el nexo de causalidad entre el hecho y el
daño.
Concejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 2 de febrero de 1995. MP. DANIEL
SUAREZ, Exp. 9.846 Tesis Jurisprudencial reiterada en sentencia proferidas el 16 de julio
de 2008, Exp. 16.487 y el 8 de   julio de 2009, Exp. 32.52, MP MYRIAM GUERRERO
ESCOBAR, entre muchas otras:

Han señalado  los parámetros  en los cuales  el Estado debe responder frente a
casos en los cuales se atribuye el daño causado por uno de sus agentes,
indicando para el efecto que la responsabilidad se deriva únicamente en los
eventos en que se demuestre que el daño ocasionado con un elemento que
sea dotación   oficial, y que además el agente   este en cumplimiento del
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servicio, es decir que la simple calidad   de funcionarios no vincula
necesariamente el estado veamos:

“Dados los supuestos facticos descritos, resulta necesario precisar el contenido y
alcance de los parámetros  en los  los cuales el estado debe responder frente a
casos como el presente, donde se le atribuye el daño causado por uno de sus
agentes con la utilización de un arma de fuego.
Al respecto, la sala ha precisado   que la declaración de responsabilidad está
sujeta   a que el bien efectivamente   sea dotación oficial y que, además, se
encuentra  destinado a la prestación del servicio público.

Ciertamente, atribuir el daño causado por un agente al servicio del estado
significa que este último se hace responsable de su reparación, pero esta
atribución solo es posible cuando el daño ha tenido vínculo con el servicio. Es
decir, que las actuaciones de los funcionarios solo comprometen el patrimonio
de las entidades públicas cuando tienen  algún nexo o vínculo con el servicio
público. La simple calidad de funcionario público que ostente   el autor del
hecho no vincula necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede
efectuar dentro de su ámbito privado separado por completo de toda actividad
pública. Así lo ha destacado la doctrina extranjera.   Jurisprudencia Francesa
desde el célebre fallo de Lemomier del 26 de julio de 1918.

Sentencia C-286/17:
REGIMEN GENERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO-Contenido y
alcance.
En aplicación de los principios interpretativos de conservación del derecho y del efecto
útil del mismo, se desestimó la lectura habilitante del inciso 2º acusado, en tanto era
redundante y eliminaba las consecuencias jurídicas prácticas del ejercicio legislativo. En
contraste, se concluyó que el inciso demandado consagraba una excepción al
régimen general de responsabilidad patrimonial del Estado, pues se parte de que la
inutilización de bienes es una medida aplicable sólo para frenar la acometida de
actividades ilegales. El régimen de responsabilidad patrimonial del Estado en Colombia
fue consagrado normativamente por primera vez en la Constitución de 1991, y a partir
de ese momento se constituyó como un mecanismo de protección y una garantía
constitucional de los administrados. Así mismo, con la entrada en vigencia de la
Constitución, el enfoque de la responsabilidad varió para tomar como eje central el
concepto de daño antijurídico. El artículo 90 de la Constitución consagra (i) la cláusula
general de responsabilidad patrimonial del Estado, (ii) en forma de mandato
imperativo, (iii) que es aplicable a todas las autoridades estatales y (iv) a los diversos
ámbitos de la responsabilidad (contractual o extracontractual, entre otras). Así mismo,
de tal artículo se desprende (v) una garantía para los administrados, que está
estrechamente relacionada con el derecho de acceso a la administración de justicia y
(vi) una obligación para el Estado de repetir contra sus agentes, cuando la
administración pública haya resultado condenada y se demuestre la culpa grave o el
dolo del mismo. Para la configuración de la responsabilidad patrimonial del Estado
consagrada en el artículo 90 constitucional es necesaria la comprobación de (a) un
daño antijurídico, (b) que le sea imputable al Estado (causalidad jurídica) y que sea (c)
producido por una acción u omisión de una entidad pública o de alguno de sus
agentes (causalidad material). El núcleo esencial del artículo 90 Superior que consagra
el régimen general de responsabilidad estatal, se erige como uno de estos límites
intransgredibles por el actuar legislativo. El inciso 2º del artículo 191 del Código de
Policía consagra una excepción a la cláusula general de responsabilidad patrimonial
del Estado, por ello, con su expedición el Legislador transgredió el límite fijado por la
Constitución y la jurisprudencia de esta Corte y, en consecuencia, el mismo es
inexequible. En efecto, la excepción consagrada en el inciso 2º del artículo 191 del
Código de Policía presenta un problema de compatibilidad constitucional con el
artículo 90 de la Constitución, pues con ella el Legislador limita la cláusula general de
responsabilidad y los derechos ciudadanos derivados de ella (a la eventual reparación,
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a la igualdad de cargas, al respeto a la propiedad y al acceso a la administración de
justicia). En efecto, con ella se impide ex ante a las personas reclamar por la eventual
causación de daños antijurídicos ante la jurisdicción contenciosa administrativa y
exponer ante la autoridad competente los motivos por los cuales se piensa que el daño
causado debe o no ser indemnizado.

En este orden de ideas  es menester reiterar que la administración no responde de los
daños causados por la actividad estrictamente privada de sus administrados o de sus
funcionarios o agente fuera de servicio, es decir las llevadas a cabo absolutamente al
margen de las funciones del cargo público; en otras palabras la realizada fuera del
servicio público.

En la demanda se adujo que el daño se produjo como consecuencia de un
aparatoso accidente que sufrió el menor Luis Alfredo Ortiz Angulo, cuando se
desplazaba con su madre la señora ADA ALJADIS ORTIZ ANGULO, y dos sus hermanas
en calidad de peatón por la calla 16 con carrera 8 Barrio Villa Amelia del Municipio de
Maicao, aproximadamente a las 20:30 horas, cuando se disponían a cruzar   la
carretera  para llegar a su vivienda, cuando de la nada aparece un carro fantasma
que transitaba a alta velocidad y arrolla a Luis Alfredo Ortiz Angulo, produciéndole la
muerte casi instantánea, considera la parte actora que por falta de señalización,
iluminación y reductores de velocidad el asunto se definirá con fundamento en el
régimen de falla del servicio, como fue imputado en las declaraciones y condenas de
la  demanda.

Sobre la responsabilidad del Estado por los daños causados a particulares como
consecuencia de la desatención de las autoridades públicas en el cumplimiento de
las obligaciones a su cargo, la jurisprudencia de esta corporación  ha señalado que el
título de imputación aplicable es el de la falla del servicio. En efecto, se ha indicado
por el Honorable Concejo de Estado indicado que es necesario efectuar, de un lado,
el contraste entre el contenido obligacional que, en abstracto, las normas pertinentes
fijan para el órgano administrativo implicado y, de otro, el grado de cumplimiento u
observancia del mismo por parte del Municipio de Maicao en el caso concreto, de
otro. En este sentido se ha sostenido:
 

“... Esta responsabilidad, incluso bajo la óptica del artículo 90 de la Constitución
Política, solo puede surgir cuando se evidencia la existencia de una falla del
servicio, teniendo en cuenta que tal concepción es relativa. Su régimen fue
precisado H. Concejo de Estado en sentencia del 5 de agosto de 1994 (Exp. 8487,
actor VÍCTOR JULIO PARDO, ponente, Carlos Betancur Jaramillo), en la cual se
señaló:

1.    En casos como el presente, en los cuales se imputa responsabilidad a la
administración por el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso de sus
obligaciones, la determinación de si el daño causado al particular tiene el
carácter de daño antijurídico, depende de acreditar que la conducta de la
autoridad fue inadecuada. Si el daño que se imputa a esta se deriva del
incumplimiento de un deber que legalmente le corresponde, o de su
cumplimiento inadecuado, la antijuridicidad del daño surgirá entonces aquí
de dicha conducta inadecuada, o lo que es lo mismo, de una FALLA EN EL
SERVICIO. (...).
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2.    Para determinar si aquí se presentó o no dicha falla del servicio, debe
entonces previamente establecerse cuál es el alcance de la obligación legal
incumplida o cumplida inadecuadamente por la administración. Debe
precisarse en qué forma debió haber cumplido el Estado con su obligación;
qué era lo que a ella podía exigírsele; y, solo si en las circunstancias concretas
del caso que se estudia se establece que no obró adecuadamente, esto es,
que no lo hizo como una administración diligente, es de anotar que la omisión
podrá considerarse como causa del daño cuya reparación se pretende.

La falla de la administración, para que pueda considerarse entonces verdaderamente
como causa del perjuicio y comprometa su responsabilidad, no puede ser entonces
cualquier tipo de falta. Ella  debe ser de tal entidad que, teniendo en cuenta las
concretas circunstancias en que debía prestarse el servicio, la conducta de la
administración pueda considerarse como “anormalmente deficiente.

Ahora bien, en relación con la culpa exclusiva de la víctima que esta defensa estudia
y considera como causal eximente de responsabilidad, en el fatídico accidente de
estudio en esta demanda, debe decirse que las causales eximentes de
responsabilidad —fuerza mayor, hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la
víctima— constituyen eventos que dan lugar a que sea inadmisible imputar, desde el
punto de vista jurídico, la responsabilidad por los daños cuya causación da lugar a la
iniciación del litigio, a la persona o entidad que obra como demandada dentro del
mismo. En relación con todas ellas, tres son los elementos cuya concurrencia
tradicionalmente se ha señalado como necesaria para que sea procedente admitir su
configuración: (i) su irresistibilidad; (ii) su imprevisibilidad; y (iii) su exterioridad respecto
del demandado, extremos en relación con los cuales la jurisprudencia de esta ha
sostenido lo siguiente:

“En cuanto tiene que ver con (i) la irresistibilidad como elemento de la causa
extraña, la misma consiste en la imposibilidad del obligado a determinado
comportamiento o actividad para desplegarlo o para llevarla a cabo; en otros
términos, el daño debe resultar inevitable para que pueda sostenerse la
ocurrencia de una causa extraña, teniendo en cuenta que lo irresistible o
inevitable deben ser los efectos del fenómeno y no el fenómeno mismo —pues el
demandado podría, en determinadas circunstancias, llegar a evitar o impedir los
efectos dañinos del fenómeno, aunque este sea, en sí mismo, irresistible, caso de
un terremoto o de un huracán algunos de cuyos efectos nocivos, en ciertos
supuestos o bajo determinadas condiciones, podrían ser evitado.

Por lo demás, si bien la mera dificultad no puede constituirse en verdadera
imposibilidad, ello tampoco debe conducir al entendimiento de acuerdo con el
cual la imposibilidad siempre debe revestir un carácter sobrehumano; basta con
que la misma, de acuerdo con la valoración que de ella efectúe el juez en el
caso concreto, aparezca razonable, como lo indica la doctrina:

“La imposibilidad de ejecución debe interpretarse de una manera humana y
teniendo en cuenta todas las circunstancias:  basta que la imposibilidad sea
normalmente insuperable teniendo en cuenta las condiciones de la vida” 
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En lo referente a (ii) la imprevisibilidad, suele entenderse por tal aquella
circunstancia respecto de la cual “no sea posible contemplar por anticipado su
ocurrencia”  , toda vez que “[P]rever, en el lenguaje usual, significa ver con
anticipación”, entendimiento de acuerdo con el cual el agente causante del
daño solo podría invocar la configuración de la causa extraña cuando el hecho
alegado no resulte imaginable antes de su ocurrencia, cuestión de suyo
improbable si se tiene en cuenta que el demandado podría prefigurarse, aunque
fuese de manera completamente eventual, la gran mayoría de eventos
catalogables como causa extraña antes de su ocurrencia, más allá de que se
sostenga que la imposibilidad de imaginar el hecho aluda a que el mismo jamás
hubiera podido pasar por la mente del demandado o a que este deba prever la
ocurrencia de las circunstancias que resulten de más o menos probable
configuración o a que se entienda que lo imprevisible está relacionado con el
conocimiento previo de un hecho de acaecimiento cierto.
 
Sin embargo,  el carácter imprevisible de la causa extraña también puede ser
entendido como la condición de “imprevisto” de la misma,  esto es, de
acontecimiento súbito o repentino, tal y como lo expresan tanto el Diccionario de
la Real Academia Española de la Lengua, como el artículo 64 del Código Civil y
la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con la cual
“imprevisible será cuando se trate de un acontecimiento súbito, sorpresivo,
excepcional, de rara ocurrencia”. La recién referida acepción del vocablo
“imprevisible” evita la consecuencia a la cual conduce el entendimiento del
mismo en el sentido de que se trata de aquello que no es imaginable con
anticipación a su ocurrencia, toda vez que esta última comprensión conllevaría a
que la causa extraña en realidad nunca operase,  si se tiene en cuenta que
prácticamente todos los sucesos que ocurren a diario ya han sido imaginados por
el hombre.

 
No está de más señalar, en cualquier caso, que la catalogación de un
determinado fenómeno como imprevisible excluye, de suyo, la posibilidad de
que en el supuesto concreto concurra la culpa del demandado, pues si este se
encontraba en la obligación de prever la ocurrencia del acontecimiento al cual
se pretende atribuir eficacia liberatoria de responsabilidad y además disponía de
la posibilidad real y razonable de hacerlo, entonces los efectos dañinos del
fenómeno correspondiente resultarán atribuibles a su comportamiento culposo y
no al advenimiento del anotado suceso. Culpa e imprevisibilidad, por tanto, en
un mismo supuesto fáctico, se excluyen tajantemente.

Así pues, resulta mucho más razonable entender por imprevisible aquello que,
pese a que pueda haber sido imaginado con anticipación, resulta súbito o
repentino  o aquello que no obstante la diligencia y cuidado que se tuvo para
evitarlo, de todas maneras acaeció, con independencia de que hubiese sido
mentalmente figurado, o no, previamente a su ocurrencia. En la dirección
señalada marcha, por lo demás, la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema
de Justicia, la cual ha matizado la rigurosidad de las exigencias que, en punto a
lo “inimaginable” de la causa extraña, había formulado en otras ocasiones:
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(...)

Y, por otra parte, en lo relacionado con (iii) la exterioridad de la causa extraña, si
bien se ha señalado que dicho rasgo característico se contrae a determinar que
aquella no puede ser imputable a la culpa del agente que causa el daño o que
el evento correspondiente ha de ser externo o exterior a su actividad, quizás sea
lo más acertado sostener que la referida exterioridad se concreta en que el
acontecimiento y circunstancia que el demandado invoca como causa extraña
debe resultarle ajeno jurídicamente, pues más allá de sostener que la causa
extraña no debe poder imputarse a la culpa del agente resulta, hasta cierto
punto, tautológico en la medida en que si hay culpa del citado agente mal
podría predicarse la configuración —al menos con efecto liberatorio pleno— de
causal de exoneración alguna, tampoco puede perderse de vista que existen
supuestos en los cuales, a pesar de no existir culpa por parte del agente o del
ente estatal demandado, tal consideración no es suficiente para eximirle de
responsabilidad, como ocurre en los casos en los cuales el régimen de
responsabilidad aplicable es de naturaleza objetiva, razón por la cual  la
exterioridad que se exige de la causa del daño para que pueda ser considerada
extraña a la entidad demandada es una exterioridad jurídica, en el sentido de
que ha de tratarse de un suceso o acaecimiento por el cual no tenga el deber
jurídico de responder la accionada” .

 
Se puede inferir lógica y razonablemente que la muerte del menor Luis Alfredo Ortiz
Angulo, fue culpa exclusiva de la víctima, según los hechos narrados, por el actor
donde dice que el L.A.O.A se encontraba con su madre y unas de sus hermanas el día
de la ocurrencia del siniestro y él fue el único que sufrió daño, de lo anterior, podemos
dilucidar que el deber de cuidado de la madre hacia sus hijos menores de edad
siempre debe ser constante aun estando estos en su ausencia, pero en el caso que
nos ocupa la madre en el momento de la ocurrencia de los hechos estaba en
compañía de dos de sus hijos incluyendo a la víctima de tan fatal accidente, señor
juez sería algo traído de los cabellos e irracional que las entidades estatales entraran a
responder o tuviesen responsabilidad alguna por las acciones u omisiones propias del
deber de cuidado de los padres que siempre deben tener hacia sus hijos, por tanto
señor juez, acudo a su sapiencia y simple lógica para que la administración municipal
se exonerada de todas las pretensiones de parte del demandante por estar estas por
fuera de toda orbita legal.
 
Señor juez, se debe dejar claridad que no se le puede imputar a la entidad estatal una
responsabilidad exclusiva de la víctima que en este caso recaería sobre el deber de
cuidado de la madre, por lo anterior podemos concluir que la acción generada por la
víctima fue la que ocasiono   la causa del daño   por tanto esto genera efectos
liberadores de la responsabilidad estatal.
 
Es posible afirmar sin lugar a duda que la madre del menor actuó de manera
despreocupada y negligente a la hora de proteger la vida e integridad de su hijo…”,
por cual se debe absolver al Municipio de Maicao de la muerte de del niño L.A.O.A.
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El fallecimiento del menor ocurrió cuando este cruzo la carretera solo acto que su
madre permitió realizar a sabiendas que esta era una vía principal y transcurrida.

De lo anterior le solicito su señoría no acceder a ninguna de las declaraciones,
condenas y pretensiones de la parte actora en la presente demanda de medio de
control de Reparación Directa.

 
PRUEBAS

 
Solicito al señor Juez tener como pruebas las siguientes:
 

1.    Certificado de Interventoría al Contrato de Concesión No. 445 de 1994.
2.    Contrato No. 445 de 1994.

 
 

COPIAS Y ANEXOS
 
Anexamos a la presente contestación de la demanda:
 

1.    copia del Decreto No. 094 del 11 de mayo de 2020, donde se decretó en el
Artículo Tercero, inciso A. que me permite Representar Judicial y
Extrajudicialmente al municipio, entre otras funciones.

 
 

NOTIFICACIONES
 

Recibiré las notificaciones en la secretaria de despacho, o en las siguientes  dirección:
Calle 12#11-36 Palacio Municipal de Maicao, correo electrónico: juridica@maicao-
laguajira.gov.co y  notificacionesjudiciales@maicao-laguajira.gov.co
 
 
 
De usted,
 
 
 
SANTANDER JOSE RESTREPO BARROS
C.C Nº84’077.310 expedida en Maicao
T.P. 156.811 Del C.S.J.
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